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NORMAS JURÍDICAS
RELATIVAS A LA PROFESIÓN

NORMAS DE DERECHO  INTERNO QUE REGULAN LA PROFESIÓN
DEL TRADUCTOR PÚBLICO

Artículo 6 del Decreto Ley 15.441

Las sentencias y los laudos homologados, dictados en asuntos civiles, comerciales, laborales, 
penales y administrativos, las escrituras públicas y demás documentos otorgados por las 
autoridades públicas competentes de los estados extranjeros o provenientes de Organizaciones 
Internacionales, los exhortos o cartas rogatorias y documentos privados no redactados en español 
para surtir efecto en la República, deberán ser traducidos por traductor público nacional.

Artículo 5 del Decreto Ley 15.441

Cuando los exhortos o cartas rogatorias se tramiten por la vía diplomática o consular o por 
intermedio de autoridades centrales será innecesario el requisito de la legalización, debiendo estar 
acompañada por las respectivas traducciones, cuando así correspondiere.

Artículo 42 de la Ley 16.871

(Poderes otorgados en el extranjero). Cuando la parte actúe por poder otorgado en el extranjero y 
para los actos cuya inscripción fuere obligatoria, deberá acompañarse el poder, debidamente 
legalizado y con traducción pública si correspondiere.

Artículo 91 de la Ley 16.871

(Documentos extranjeros). El documento público o privado proveniente del extranjero deberá 
sujetarse a los siguientes requisitos previos: 1) Si estuviere en otro idioma deberá estar traducido al 
idioma español por traductor público nacional. Si viniere traducido de origen un traductor público 
nacional certificará la correspondencia de la traducción con el original. 2) Legalizarse en forma. 3) 
Tratándose de bienes inmuebles ubicados en el país deberán protocolizarse el documento y su 
traducción. La protocolización tendrá carácter de matriz a los efectos previstos por los artículos 1591 
y siguientes del Código Civil.

Artículo 72.3 del Código General del Proceso

Todo documento redactado en idioma extranjero deberá acompañarse con su correspondiente 
traducción realizada por traductor público, salvo excepción consagrada por leyes o tratados. Pero 
cuando se trate de libros o documentos muy extensos, podrá disponerse la traducción solo de 
aquella parte que interese al proceso.

Artículo 39.2 del Código General del Proceso

Del poder otorgado en el extranjero, se presentará copia de su protocolización, que deberá haber sido 
legalizada y traducida, si correspondiera.

Artículo 65 del Código General del Proceso



Idioma. En todos los actos procesales se utilizará, necesariamente, el idioma castellano. Cuando 
deba ser oído quien no lo conozca, el tribunal nombrará un intérprete.
 
Artículo 527.4 del Código General del Proceso

Exhortos y cartas rogatorias. 527.4 Los exhortos o cartas rogatorias y la documentación anexa 
deberán ser acompañados, en su caso, de la respectiva traducción.

Artículo 539.1 del Código General del Proceso

Las sentencias extranjeras tendrán eficacia en la República, si reunieren las siguientes condiciones:
1) Que cumplan las formalidades externas necesarias para ser consideradas auténticas en el Estado
de origen; 2) Que la sentencia y la documentación anexa que fuere necesaria estén debidamente 
legalizadas de acuerdo con la legislación de la República, excepto que la sentencia fuere remitida por 
vía diplomática o consular o por intermedio de las autoridades administrativas competentes; 3) Que 
se presenten debidamente traducidas, si correspondiere.

Artículo 108 del Código del Proceso Penal

(Idioma). 108.1 Los actos procesales deberán cumplirse en idioma español. 108.2 La declaración de 
personas que ignoren el idioma español, de sordomudos que no sepan darse a entender por escrito 
o lenguaje gestual y los documentos o grabaciones en lengua distinta, o en otra forma de transmisión 
del conocimiento, deberán ser traducidos o interpretados, según corresponda.

Artículo 175.1 del Código del Proceso Penal

(Traducción, transcripción y visualización de documentos). Todo documento redactado en idioma 
distinto del español, deberá estar traducido por traductor público para ser incorporado al proceso.

Artículo 799 del Código Civil

Quien no conozca el castellano, pero se exprese claramente en otro idioma y lo escriba, podrá otorgar 
testamento abierto en la siguiente forma: Presentará al Escribano el pliego que contenga su 
testamento, en el papel de la clase que corresponda al protocolo, firmado de su puño y letra, cuya 
presentación la hará ante dos intérpretes y tres testigos que conozcan su idioma. Los intérpretes 
harán su traducción fiel; y transmitida al testador en presencia de los testigos y del Escribano, si 
aquél no tuviese observación que hacer, la suscribirá juntamente con los traductores y testigos. El 
Escribano levantará, a continuación de la traducción, acta de haber presenciado lo ocurrido, la que 
será firmada por los concurrentes y después de rubricadas por el Escribano cada una de las fojas del 
testamento original y traducción, lo incorporará todo al Registro de Protocolizaciones.

Artículo 91 de la Acordada 7533 (Reglamento Notarial)

No deben protocolizarse los documentos: a) en los cuales se consignen hechos o actos que tengan 
causa u objeto ilícito, salvo que así lo ordenen los jueces o cuando los que soliciten la protocolización 
no sean sus otorgantes y exista interés, a juicio del Escribano, en la agregación de dichos 
documentos; b) que por su naturaleza y dimensiones no puedan materialmente incorporarse al 
Registro; c) que estén impregnados de materias que puedan perjudicar los demás instrumentos del 
Registro, a menos que se adopten precauciones para evitar el perjuicio; d) provenientes del 
extranjero, sin que hayan sido legalizados y traducidos, si corresponde.

Artículo 92 de la Acordada 7533 (Reglamento Notarial)
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Para protocolizar documentos no redactados en castellano, sin perjuicio de las 
excepcionesdispuestas por ley, es necesario que sean previamente traducidos a este idioma por un 
traductor público nacional y, si no lo hubiere, por dos intérpretes, que comparecerán ante el escribano 
en el acto de solicitarse la protocolización del documento y firmarán el acta respectiva, 
responsabilizándose de la traducción.

Artículo 93 de la Acordada 7533 (Reglamento Notarial)

Cuando el documento redactado en otro idioma viene acompañado de su traducción al español 
realizada en el país de origen, un traductor público nacional certificará la correspondencia de la 
traducción con el original, expidiendo un certificado de concordancia, el que junto con el documento 
y su traducción se incorporarán al Registro de Protocolizaciones.

Artículo 159 de la Acordada 7533 (Reglamento Notarial)

Cuando el otorgante no conoce el idioma castellano, debe ser asistido por un intérprete, quien le leerá 
la escritura en el idioma que aquél expresare hablar y entender y por medio del cual prestará su 
asentimiento. En la escritura, el otorgante, por medio del intérprete, manifestará sus datos 
individualizantes, declarará no conocer el idioma castellano pero sí su propio idioma, solicitará a 
dicho intérprete que le lea la escritura en el idioma que conoce y se dejará constancia de la doble 
lectura y de la forma especial de otorgamiento adoptada. Se prescindirá del intérprete cuando el 
Escribano conozca el idioma del otorgante, debiendo, después de la lectura en castellano, leer la 
escritura también en el referido idioma, de todo lo cual se hará mención.

OTRAS NORMAS DE DERECHO INTERNO EN MATERIA DE TRADUCCIÓN

Artículo 31 de la Ley 19.355 de Presupuesto Nacional 2015-2019

Los documentos provenientes del extranjero que deban ser incorporados al Registro Único de
Proveedores del Estado, creado por el artículo 523 de la Ley N° 15.903, de 10 de noviembre de
1987, en la redacción dada por el artículo 46 de la Ley N° 18.834, de 4 de noviembre de 2011,
podrán estar traducidos en el extranjero, siempre que se encuentren debidamente legalizados o
apostillados.

Artículo 11 de la Ley 18.895 de Restitución de personas menores de dieciséis años 
trasladadas o retenidas ilícitamente

Fase preliminar. La demanda o solicitud de restitución, que deberá ajustarse a los requisitos 
establecidos en los artículos 8 de la Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la 
Sustracción Internacional de Menores aprobada por la Ley Nº 17.109, de 21 de mayo de 1999, y por 
el artículo 9 de la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores ratificada 
por la Ley Nº 17.335, de 17 de mayo de 2001, se podrá presentar en forma directa ante el Tribunal 
competente, vía exhorto o carta rogatoria, o por solicitud directa ante la autoridad central (artículo 8 
de la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores, ratificada por la Ley Nº 
17.335, de 17 de mayo de 2001). Si los recaudos fueren insuficientes o carecieren de los requisitos 
necesarios para su validez se peticionará vía autoridad central la remisión de nueva documentación 
al Estado requirente dentro de un plazo razonable. El Tribunal competente tomará conocimiento 
inmediato, ordenará las más urgentes medidas para la localización y protección de la persona de 
menos de dieciséis años de edad: cierre de fronteras, retención de documentación de viaje de la 
persona y de quien presuntamente la ha sustraído. Verificada la localización, lo comunicará de 
inmediato al Estado requirente vía autoridad central o a través del organismo que haga sus veces. La 
autoridad central del Estado actuará de manera de conseguir la restitución voluntaria de la persona 



de menos de dieciséis años de edad. A partir de dicha noticia, en caso de que se hubiere solicitado la 
previa localización de la persona de menos de dieciséis años de edad, comenzará a correr un plazo 
de treinta días a efectos de la correspondiente presentación de demanda o solicitud de restitución, 
para el caso de que esta no se hubiese deducido. Vencido el mismo, las medidas adoptadas 
liminarmente caducarán de pleno derecho. La documentación que se acompañe a la demanda o 
solicitud de restitución, con el fin de acreditar la legitimación activa del requirente (copia de 
sentencia o convenio homologado) y demás recaudos, deberá presentarse traducida, en caso de así 
corresponder, no requiriéndose su legalización (artículo 23 de la Convención de La Haya sobre los 
Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores aprobada por la Ley Nº 17.109, de 21 de 
mayo de 1999, y por el artículo 9.4 de la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional 
de Menores, ratificada por la Ley Nº 17.335, de 17 de mayo de 2001).

Artículo 291 de la Ley 18.362 de Rendición de cuentas

El negocio de apoderamiento para negocio de gestión solemne deberá otorgarse indistintamente por 
escritura pública o por documento privado con firmas certificadas notarialmente. Aquellos poderes 
que confieren facultades para otorgar negocios jurídicos solemnes y los registrables, que se 
otorguen por documento privado con firmas certificadas deberán ser protocolizados en forma previa 
o simultánea a su utilización. Si se omiten los requisitos a que refiere el inciso primero, el negocio de 
gestión será válido, pero ineficaz. El registro no inscribirá negocios jurídicos en los que se haya 
actuado invocando poderes otorgados por documento privado con firmas certificadas hasta tanto no 
se acredite notarialmente su protocolización. Para los poderes provenientes del extranjero, de 
tratarse de documento privado, se exigirá la doble formalidad de certificación notarial de firmas en 
origen y posterior protocolización en nuestro país, y de tratarse de documento público, se exigirá esta 
última sin perjuicio, en ambos casos, de su previa legalización y traducción en legal forma, de 
corresponder. Los actos celebrados con anterioridad a la entrada en vigencia de este artículo son 
eficaces aunque el poder utilizado, incluyendo los verbales, no se hubiereotorgado con la solemnidad 
requerida. Se exceptúan aquellos casos en los cuales haya recaído sentencia firme.

Artículo 1 del Decreto 175/992: Poderes otorgados en el extranjero. Incorporación al 
Registro de Protocolizaciones.

Sustitúyese el artículo 3º del decreto 155/968 de 22 de febrero de 1968, por el siguiente: “ARTICULO 
3 - Los poderes otorgados en el extranjero, para que surtan efecto en el país, deberán incorporarse al 
Registro de Protocolizaciones de cualquier Escribano en ejercicio en la República - previa su 
traducción, si procediera y su legalización - correspondiendo al testimonio notarial expedido con ese 
fin por el profesional interviniente, el valor de documento acreditante. En el caso de poderes que 
además deban surtir efecto en otro país, se podrá protocolizar, en sustitución, un testimonio por 
exhibición expedido por el Escribano que haya de efectuar la protocolización debiendo dejarse nota 
de dicha protocolización al margen de los mismos. En este caso, en el acta de protocolización se 
dejará constancia de la declaración del apoderado, que el poder será utilizado también en el 
extranjero. Cuando el poder haya sido incorporado a un registro notarial en otro país, deberá exigirse 
testimonio acreditando tal circunstancia, expedido por el Notario u otro funcionario habilitado para 
ello en el país de procedencia, debiendo el Escribano investido de la profesión en el Uruguay, 
protocolizar dicho testimonio, previa legalización y traducción en su caso, actuaciones respecto de 
las cuales, se deberá a su vez, expedir testimonio”.

Artículo 3 del Decreto 200/022: Reglamento para los procedimientos de reválida y 
reconocimiento de títulos, certificados o diplomas obtenidos en el extranjero.

Todo trámite comienza en el Área de Educación Superior de la Dirección Nacional de Educación, con 
una solicitud firmada por el interesado, la que indicará si únicamente aspira al reconocimiento de sus 
estudios o a la reválida de su título, en el caso que esté en condiciones de obtenerla. La 
documentación que se presente podrá estar, además del castellano, en idioma inglés o portugués, 
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apostillada o legalizada. En los demás casos, deberá venir traducida desde el país emisor, o traducida 
por traductor oficial uruguayo y apostillada o legalizada. El comienzo de los trámites será siempre 
por vía electrónica, ya sea que el solicitante se encuentre en el Uruguay o en el exterior. 
Posteriormente y antes de la conclusión formal del trámite, se requerirá la presentación de la 
documentación original, la que será devuelta al solicitante a la finalización del procedimiento.

NORMAS DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO DE FUENTE
REGIONAL E INTERAMERICANA EN MATERIA DE TRADUCCIÓN

Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica)

Artículo 8.2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras 
no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en 
plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: a. derecho del inculpado de ser 
asistidogratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado 
o tribunal. 

Convención Interamericana sobre Prueba e Información acerca del Derecho Extranjero

Artículo 5. Las solicitudes a que se refiere esta Convención deberán contener lo siguiente: Autoridad 
de la que provienen y naturaleza del asunto; Indicación precisa de los elementos probatorios que se 
solicitan; Determinación de cada uno de los puntos a que se refiera la consulta con indicación del 
sentido y alcance de la misma, acompañada de una exposición de los hechos pertinentes para su 
debida comprensión. La autoridad requerida deberá responder a cada uno de los puntos consultados 
conforme a lo solicitado y en la forma más completa posible. Las solicitudes serán redactadas en el 
idioma oficial del Estado requerido o serán acompañadas de una traducción a dicho idioma. La 
respuesta será redactada en el idioma del Estado requerido.

Artículo 7. Las solicitudes a que se refiere esta Convención podrán ser dirigidas directamente por las 
autoridades jurisdiccionales o a través de 1a autoridad central del Estado requirente, a la 
correspondiente autoridad central del Estado requerido, sin necesidad de legalización. La autoridad 
central de cada Estado Parte recibirá las consultas formuladas por las autoridades de su Estado y las 
transmitirá a la autoridad central del Estado requerido.

Convención Interamericana sobre el Régimen Legal de Poderes

Artículo 2. Las formalidades y solemnidades relativas al otorgamiento de poderes, que hayan de ser 
utilizados en el extranjero se sujetarán a las leyes del Estado donde se otorguen, a menos que el 
otorgante prefiera sujetarse a la ley del Estado en que hayan de ejercerse. En todo caso, si la ley de 
este último exigiere solemnidades esenciales para la validez del poder, regirá dicha ley.

Artículo 8. Los poderes deberán ser legalizados cuando así lo exigiere la ley del lugar de su ejercicio.

Artículo 9. Se traducirán al idioma oficial del Estado de su ejercicio los poderes otorgados en idioma 
distinto.

Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores

Artículo 9.2. A la solicitud o demanda se deberá acompañar: d. Cuando sea necesario, traducción al 
idioma oficial del Estado requerido de todos los documentos a que se refiere este artículo.

Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias
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Artículo 11. Las sentencias extranjeras sobre obligaciones alimentarias tendrán eficacia 
extraterritorial en los Estados Parte si reúnen las siguientes condiciones: b. Que la sentencia y los 
documentos anexos que fueren necesarios según la presente Convención, estén debidamente 
traducidos al idioma oficial del Estado donde deban surtir efecto.

Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores

Artículo 15. En las solicitudes de cooperación comprendidas en esta Convención transmitidas por 
vía consular o diplomática o por intermedio de las Autoridades Centrales, será innecesario el 
requisito de legalización u otras formalidades similares. En el caso de solicitudes de cooperación 
cursadas directamente entre tribunales de la zona fronteriza de los Estados Parte tampoco será 
necesario el requisito de la legalización. Asimismo, estarán exentos de legalización en el Estado 
Parte solicitante los documentos que sobre el particular se devuelvan por las mismas vías. Las 
solicitudes deberán estar traducidas, en su caso, al idioma o idiomas oficiales del Estado Parte al que 
se dirijan. Respecto a los anexos, bastará la traducción de un sumario que contenga los datos 
esenciales de los mismos.

Convención Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias

Artículo 5. Los exhortos o cartas rogatorias se cumplirán en los Estados Partes siempre que reúnan 
los siguientes requisitos: a. Que el exhorto o carta rogatoria se encuentre legalizado, salvo lo 
dispuesto en los Artículos 6 y 7 de esta Convención. Se presumirá que el exhorto o carta rogatoria se 
halla debidamente legalizado en el Estado requirente cuando lo hubiere sido por funcionario consular 
o agente diplomático competente; b. Que el exhorto o carta rogatoria y la documentación anexa se 
encuentren debidamente traducidos al idioma oficial del Estado requerido.

Artículo 18. Los Estados Partes informarán a la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos acerca de los requisitos exigidos por sus leyes para la legalización y para la traducción 
de exhortos o cartas rogatorias.

Protocolo Adicional a la Convención Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias

Artículo 3. Los exhortos o cartas rogatorias se elaborarán en formularios impresos en los cuatro 
idiomas oficiales de la Organización de los Estados Americanos o en los idiomas de los Estados 
requirente y requerido, según el formulario A del Anexo de este Protocolo. Los exhortos o cartas 
rogatorias deberán ir acompañados de: a. Copia de la demanda o de la petición con la cual se inicia 
el procedimiento en el que se libra el exhorto o carta rogatoria, así como su traducción al idioma del 
Estado Parte requerido; b. Copia no traducida de los documentos que se hayan adjuntado a la 
demanda o petición. c. Copia no traducida de las resoluciones jurisdiccionales que ordenen el 
libramiento del exhorto o carta rogatoria; d. Un formulario elaborado según el texto B del Anexo a este 
Protocolo, que contenga la información esencial para la persona o la autoridad a quien deban ser 
entregados o transmitidos los documentos, y e. Un formulario elaborado según el texto C del Anexo 
a este Protocolo en el que la autoridad central deberá certificar si se cumplió o no el exhorto o carta 
rogatoria. Las copias se considerarán autenticadas, a los efectos del artículo 8 (a) de la Convención, 
cuando tengan el sello del órgano jurisdiccional que libre el exhorto o carta rogatoria. Una copia del 
exhorto o carta rogatoria acompañada del Formulario B, así como de las copias de que tratan los 
literales a), b) y c) de este artículo, se entregará a la persona notificada o se transmitirá a la autoridad 
a la que se dirija la solicitud. Una de las copias del exhorto o carta rogatoria con sus anexos quedará 
en poder del Estado requerido; y el original no traducido, así como el certificado de cumplimiento con 
sus respectivos anexos, serán devueltos a la autoridad central requirente por los conductos 
adecuados. Si un Estado Parte tiene más de un idioma oficial, deberá declarar, al momento de la 
firma, ratificación o adhesión a este Protocolo, cuál o cuáles idiomas considera oficiales para los 
efectos de la Convención y de este Protocolo. Si un Estado Parte comprende unidades territoriales 
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con distintos idiomas, deberá declarar, al momento de la firma, ratificación o adhesión de este 
Protocolo, cuál o cuáles han de considerarse oficiales en cadaunidad territorial para los efectos de la 
Convención y de este Protocolo. La Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos 
distribuirá entre los Estados Partes en este Protocolo la información contenida en tales 
declaraciones.

Convención Interamericana sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero
Artículo 10. Los exhortos o cartas rogatorias se cumplirán en los Estados Partes siempre que reúnan 
los siguientes requisitos: 1. Que estén legalizados, salvo lo dispuesto por el artículo 13 de esta 
Convención. Se presumirá que se encuentran debidamente legalizados los exhortos o cartas 
rogatorias en el Estado requirente cuando lo hubieren sido por funcionario consular o agente 
diplomático competente; 2. Que el exhorto o carta rogatoria y la documentación anexa se encuentre 
debidamente traducidos al idioma oficial del Estado requerido. Los Estados Partes informarán a la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos acerca de los requisitos 
exigidospor sus leyes para la legalización y para la traducción de exhortos o cartas rogatorias. 

Convención Interamericana sobre Cumplimiento de Medidas Cautelares

Artículo 14. Los exhortos o cartas rogatorias se cumplirán en los Estados Partes siempre que reúnan 
los siguientes requisitos: a. Que el exhorto o carta rogatoria se encuentre legalizado. Se presumirá 
que el exhorto o carta rogatoria se halla debidamente legalizado en el Estado requirente cuando lo 
hubiere sido por un funcionario consular o agente diplomático competente; b. Que el exhorto o carta 
rogatoria y la documentación anexa se encuentren debidamente traducidos al idioma oficial del 
Estado requerido, pudiendo las autoridades exigir que sean traducidos conforme a sus propias leyes.

Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y Laudos
Arbitrales Extranjeros

Artículo 2. Las sentencias, laudos arbitrales y resoluciones jurisdiccionales extranjeros a que se 
refiere el artículo 1, tendrán eficacia extraterritorial en los Estados Partes si reúnen las condiciones 
siguientes: b. Que la sentencia, laudo y resolución jurisdiccional y los documentos anexos que fueren 
necesarios según la presente Convención, estén debidamente traducidos al idioma oficial del Estado 
donde deban surtir efecto.

Tratado de Derecho Procesal de Montevideo de 1940

Artículo 11. Los exhortos y las cartas rogatorias que tengan por objeto hacer notificaciones, recibir 
declaraciones o practicar cualquier diligencia de carácter judicial, se cumplirán en los Estados 
signatarios, siempre que dichos exhortos y cartas rogatorias reúnan los requisitos establecidos en 
este Tratado. Asimismo, deberán ser redactados en la lengua del Estado que libre el exhorto, y serán 
acompañados de una traducción hecha en la lengua del Estado al cual se libra dicho exhorto, 
debidamente certificada. Las comisiones rogatorias en materia civil o criminal, cursadas por  
ntermedio de los agentes diplomáticos, y a falta de éstos por conducto de los consulares del país que 
libra el exhorto, no necesitarán legalización de firmas.

Protocolo de Las Leñas de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en Materia Civil, 
Comercial, Laboral y Administrativa, Decisión CMC 05/92

Artículo 10. Los exhortos y los documentos que los acompañen deberán redactarse en el idioma de 
la autoridad requirente y ser acompañados de una traducción al idioma de la autoridad requerida.

Artículo 20. Las sentencias y los laudos arbitrales a que se refiere el artículo precedente tendrán 
eficacia extraterritorial en los Estados Partes si reúnen las siguientes condiciones: b) que éstos y los 
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documentos anexos que fueren necesarios, estén debidamente traducidos al idioma oficial del 
Estado en el que se solicita su reconocimiento y ejecución.
Protocolo de Ouro Preto de Medidas Cautelares, Decisión CMC 27/92

Artículo 23. Las cartas rogatorias y los documentos que las acompañan deberán redactarse en el idioma 
del Estado requirente y serán acompañadas de una traducción en el idioma del Estado requerido.

Convenio de Cooperación Judicial Internacional en Materia Civil, Comercial, Laboral y 
Administrativa entre la República Oriental del Uruguay y la República Federativa del Brasil

Artículo 7. Los exhortos y los documentos que los acompañen deberán redactarse en el idioma de la 
Parte requerida o ser acompañados de una traducción a dicho idioma.

Artículo 16. Las sentencias judiciales y laudos arbitrales a que se refiere el Artículo anterior tendrán 
eficacia extraterritorial en las Partes Contratantes si reúnen las siguientes condiciones: b) que la 
sentencia o laudo y los documentos anexos que fueren necesarios estén debidamente traducidos al 
idioma oficial del Estado en el que se solicita su reconocimiento y ejecución.

Convención entre la República Oriental del Uruguay y la República Francesa sobre 
Cooperación Judicial en Materia Civil y Comercial

Artículo 7. Cuando el testimonio de un acto judicial o extrajudicial sea dirigido a una persona 
residente en el territorio del otro Estado Parte, la autoridad central del Estado requirente transmitirá 
la solicitud de notificación a la autoridad central del Estado requerido. La solicitud irá acompañada 
del testimonio del acto no traducido, en doble ejemplar y de la fórmula modelo bilingüe anexada a la 
presente Convención que identifique los elementos esenciales del acto. La fórmula modelo se 
completará en la lengua del Estado requirente.

Artículo 11. La autoridad judicial de un Estado Parte podrá requerir por medio de una carta rogatoria 
a la autoridad judicial del otro Estado Parte, el diligenciamiento de las medidas de instrucción que 
estime necesarias en el marco del procedimiento dentro del cual se haya solicitado. La carta 
rogatoria deberá ser acompañada de una traducción en el idioma del Estado requerido. Ella será 
dirigida por la autoridad central del Estado requirente a la autoridad central del Estadorequerido que 
la hará llegar a la autoridad judicial competente.

Artículo 21. La Parte que invoque el reconocimiento o que solicite la ejecución deberá presentar:
4 - toda la documentación correspondiente a los efectos de establecer que la decisión es ejecutoria 
y que no es susceptible de presentación de recurso ordinario alguno, con excepción de las decisiones 
relativas a obligaciones alimentarias, a la guarda de menores o al derecho de visita. Los documentos 
deberán ir acompañados de una traducción debidamente certificada ya sea por unagente 
diplomático o consular, por un traductor público o por cualquier persona autorizada a esos efectos en 
uno de los dos Estados Parte.

Acuerdo sobre el Beneficio de Litigar sin Gastos y Asistencia Jurídica Gratuita entre los
Estados Partes del Mercosur

Artículo 11. Los exhortos o cartas rogatorias y los documentos que los acompañen, así como el que 
acredite el beneficio de litigar sin gastos, deberán redactarse en el idioma de la autoridad requirente 
y estar acompañados de una traducción al idioma de la autoridad requerida. Los gastos de traducción 
no estarán a cargo del Estado Parte requerido.

Acuerdo sobre exención de traducción de documentos administrativos para efectos de 
inmigración entre los estados partes del Mercosur
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Artículo 2. Los nacionales de cualquiera de los Estados Partes quedan dispensados, en los trámites
administrativos migratorios señalados en el Artículo 1, de la exigencia de traducción de los 
siguientes documentos: 1) Pasaporte 2) Cédula de Identidad 3) Testimonios de Partidas o 
Certificados de Nacimiento y de Matrimonio; y 4) Certificado de Ausencia de Antecedentes Penales.

NORMAS DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO DE FUENTE 
INTERNACIONAL EN MATERIA DE TRADUCCIÓN

Convención de Nueva York sobre el Reconocimiento y la Ejecución de las Sentencias
Arbitrales Extranjeras

Artículo IV. 1. Para obtener el reconocimiento y la ejecución previstos en el artículo anterior, la parte 
que pida el reconocimiento y la ejecución deberá presentar, junto con la demanda: a) El original 
debidamente autenticado de la sentencia o una copia de ese original que reúna las condiciones 
requeridas para su autenticidad; b) El original del acuerdo a que se refiere el artículo II, o una copia 
que reúna las condiciones requeridas para su autenticidad. 2. Si esa sentencia o ese acuerdo no 
estuvieran en un idioma oficial del país en que se invoca la sentencia, la parte que pida el 
reconocimiento y la ejecución de esta última deberá presentar una traducción a ese idioma de dichos 
documentos. La traducción deberá ser certificada por un traductor oficial o un traductor jurado, o por 
un agente diplomático o consular.

Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de 
Menores

Artículo 24. Toda solicitud, comunicación u otro documento que se envíe a la Autoridad Central del 
Estado requerido se remitirá en el idioma de origen e irá acompañado de una traducción al idioma 
oficial o a uno de los idiomas oficiales del Estado requerido o, cuando esta traducción sea 
difícilmente realizable, traducción al francés o al inglés. No obstante, un Estado Contratante, 
mediante la formulación de una reserva conforme a lo dispuesto en el Artículo 42, podrá oponerse a 
la utilización del francés o del inglés, pero no de ambos idiomas, en toda solicitud, comunicación u 
otros documentos que se envíen a su Autoridad Central.

Convención de La Haya relativo a la protección del niño y a la cooperación en materia de 
adopción internacional

Artículo 34. Si la autoridad competente del Estado de destino de un documento así lo requiere, 
deberá proporcionarse una traducción auténtica. Salvo que se disponga lo contrario, los costes de tal 
traducción correrán a cargo de los futuros padres adoptivos.

Convención de La Haya relativa a la competencia, ley aplicable, reconocimiento, 
ejecución y cooperación en materia de responsabilidad parental y medidas para la 
protección de los niños.

Artículo 54. 1. Todas las comunicaciones enviadas a la Autoridad Central o a otra Autoridad de un 
Estado Contratante se emitirán en el idioma original y acompañadas de una traducción en el idioma 
oficial o uno de los idiomas oficiales del otro Estado o, cuando la misma no es factible, una 
traducción al francés o inglés. 2. Sin embargo, el Estado contratante podrá, haciendo uso de la 
reserva prevista en el artículo 60, objetar el uso del francés o inglés pero no de ambos.


